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Análisis del Estado Parte del informe inicial de Guatemala acerca del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (OPSC)
Período 45 de sesiones del Comité de los Derechos del Niño

Guatemala ratificó el OPSC el 9 de mayo de 2002. El 1 de junio de 2007, el Comité de los Derechos del Niño (el Comité) examinó el informe inicial de Guatemala sobre el OPSC.

Observaciones iniciales

D. Carlos Ramiro Martínez, representante permanente de Guatemala ante las Naciones Unidas en Ginebra, presentó el informe. Resumió las principales estrategias así como los mecanismos que se habían adoptado tras la ratificación de los Protocolos Facultativos tales como un Plan Nacional de Acción para combatir la explotación sexual comercial de niños y niñas y la accesión a la Convención de la Haya sobre la Adopción Internacional. Puso en énfasis la necesidad de establecer un marco íntegro para la protección de los niños incluyendo reformas legislativas, comités multisectorales, y estrategias para la implementación. Señaló que había que reformar las leyes vigentes sobre la adopción y la venta de niños y niñas.   

La ponente del país, la Sra. Ortiz, saludó la delegación. Se mostró preocupada por el elevado número de niños y niñas que vivían y trabajaban en la calle así como el elevado número de niños y niñas que se involucraban en pandillas. Apuntó las dificultades de la situación de Guatemala, siendo un país de origen, tránsito y destino para la trata de personas. Mencionó los esfuerzos del Estado en dicha área, por ejemplo la aprobación de la Ley Integral para la Protección de la Niñez, sin embargo los avances alcanzados eran pocos. Preguntó acerca de la coordinación, el papel de la Comisión Nacional para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, y si existían algunos estudios sobre su impacto. 

El segundo ponente del país, el Sr. Filali, felicitó la delegación sobre la reforma del Código Penal, pero subrayó que quedaba mucho por hacer en las áreas del crimen organizado, la complicidad de la policía, investigaciones judiciales, crimen transnacional, prostitución, pornografía y la criminalización 
de niños y niñas víctimas de la explotación sexual. Preguntó específicamente si las provisiones del Protocolo Facultativo tienen preferencia sobre las leyes nacionales en las cortes, si el Estado tenía planes para retirar sus reservas sobre las Convenciones de Viena, y qué provisiones tenía la ley nacional para la extradición.
 

Medidas generales de implementación

El Comité preguntó quién se encargaba de la coordinación de los órganos establecidos para proteger los derechos de la niñez. La delegación respondió que el Secretariado para el Bienestar Social se encargaba de las políticas sociales relacionadas con la niñez. El Comité pidió si se podría convertir este Secretariado en un Ministerio de la Familia y la Niñez. La delegación respondió que no disponía de los fondos suficientes, pero que se esforzaba para crear un nuevo Ministerio. La Comisión Presidencial para los Derechos Humanos realizaba todos los documentos relacionados con los derechos humanos. El Foro Inter-Institucional para los Derechos Humanos estaba encargado de coordinar todos los ministerios para elaborar los informes sobre los Protocolos. El Comité preguntó si las ONG habían podido participar plenamente en este foro. La delegación contestó que las ONGs pudieron participar, pero que habían reservado el derecho a realizar un informe alternativo. Algunos datos en el informe fueron proporcionados por ONGs, pero dijeron que no había instituciones enfocadas específicamente en las estadísticas pero que trabajaba para cambiar esta situación. El Comité preguntó por qué se destinaban tan pocos recursos a la niñez. La delegación respondió que el Estado tenía muy pocos recursos y que asegurar más fondos era muy difícil.  

El Comité preguntó si funcionarios recibían sanciones apropiadas si cometían delitos, particularmente contra niños o niñas. La delegación contestó que policías habían sido castigados, aunque el proceso resultaba difícil. Muchos policías habían sido despedidos, sin embargo varios de ellos fueron restituidos a su puesto por motivos técnicos. Se hicieron esfuerzos para asegurar que esto no volviese a pasar. También el Comité preguntó si la defensoría del pueblo disponía de suficientes recursos humanos y financieros. La delegación no respondió.    


La protección de víctimas

El Comité preguntó si las personas encargadas de rehabilitar niños y niñas víctimas de la explotación sexual comercial recibían suficiente capacitación. Preguntó además si había un sistema de recopilación de datos con información sobre estos niños. La delegación admitió que no había mucha información sobre estas víctimas, pero que esperaba crear un sistema con este propósito. El Comité preguntó por qué ningún niño o niña víctima había recibido indemnización. La delegación respondió que las víctimas deberían ser indemnizadas. El Comité preguntó acerca de los procedimientos legales establecidos para proteger a los niños y niñas víctimas. La delegación contestó que en muchos casos la ONG Casa Alianza proveía protección legal para niños y niñas. El Comité preguntó cuántos centros proveían cuidado para ellos. La delegación dijo que había tres centros. El Comité preguntó si estas facilidades eran suficientes. La delegación contestó que el programa de alojamiento podía albergar a unas 65 niñas y que el personal se componía de sicólogas y trabajadores sociales. El Comité preguntó si alojaban tanto a niños y niñas nacionales como del extranjero. La delegación respondió que se trasladaba a los niños y niñas del extranjero en cuanto se conocía de donde provenían. El Comité preguntó si los niños y niñas del extranjero recibían protección y cuidado adecuados. La delegación respondió que el Estado los repatría para que una agencia en su propio país les pueda proporcionar el cuidado adecuado.

El Comité preguntó sobre las circunstancias bajo las cuales un niño o niña víctima podría ser un testigo en un juicio. La delegación respondió que los niños y niñas se escondían detrás una pantalla para proteger su identidad y después de que hubieran hecho su declaración, se marchaban. Una sicóloga acompañaba a todos los niños y niñas testigos. El Comité preguntó si había un programa de protección para niños y niñas testigos. La delegación respondió que en casos extremos se podía recurrir al programa de la protección de testigos.

El Comité preguntó si niños y niñas que son víctimas se alojaban junto a los niños y niñas que están en conflicto con la ley. El Comité se mostró sumamente preocupado por el hecho de que casi todos los niños y niñas de la calle fueran víctimas del abuso sexual o de la explotación. Preguntó qué medidas existían para proteger a estos niños y niñas. La delegación no respondió.  

La responsabilidad penal y la justicia juvenil

El Comité se mostró preocupado por el trato de niños y niñas víctimas dentro del sistema de justicia juvenil y preguntó si los jueces recibían capacitación para tales casos. La delegación respondió que la UNICEF había ayudado a capacitar a jueces, había vez cada más traductores, y ciertas zonas habían establecido jueces de 24 horas, que podían tramitar los casos de niños con más rapidez. Esto prevenía la corrupción así como abusos por la policía durante largos períodos de detención. 

El Comité señaló que en el informe del Estado Parte decía que ciertos actos se consideraban delitos en el Protocolo Facultativo no se clasificaban como tales en el código nacional. Preguntó si se podían utilizar los Protocolos Facultativos en las cortes o si las leyes nacionales tenían prioridad. La delegación respondió que si las provisiones no estaban incluidas en el código penal, no se podían invocar en las cortes y por lo tanto no acarreaban sanciones. Se estaba preparando un proyecto de ley para modificar el código penal. Si se adopta, se podrían incluir tales reformas. Además, el Comité preguntó si era posible llevar a juicio a individuos por delitos por los cuales se los había dejado en libertad en el extranjero. La delegación no respondió.


La explotación sexual comercial

El Comité preguntó cómo se averiguaba la edad de niños y niñas víctimas durante redadas de bordeles y el procedimiento que se seguía en dichas redadas. La delegación respondió que si un niño o niña no tenía un documento de identidad, se asumía que él/ ella tenía menos de 18 años. Un trabajador social y consejero legal ayudaría de inmediato al niño/ la niña y trataría de proteger los derechos del niño. El Comité apuntó que dichas redadas no se llevaban a cabo con la asistencia de un defensor y preguntó por qué. La delegación contestó que las redadas eran emprendidas por un órgano multisectoral y que lograban buenos resultados. Todas las partes involucradas eran informadas sobre los derechos de los niños y cómo se los debía proteger. También, el Comité preguntó qué se hacía para prevenir el turismo sexual. La delegación respondió que la Dirección General del Turismo así como otros órganos se habían reunido con sus homólogos de Costa Rica y Brasil para aprender de sus experiencias sobre cómo abordar la cuestión del turismo sexual.  

El Comité señaló además que 15.000 niños y niñas habían sido víctimas de la explotación sexual comercial. Preguntó acerca del Plan Nacional de Acción sobre la explotación sexual comercial, que se adoptó en 2001, y si había un presupuesto para implementar el Plan. El Comité se mostró preocupado por el estado insuficiente de protección lo que significaba que niños y niñas rescatados acababan siendo puestos en libertad y volviendo directamente a la gente que les había explotado. También, algunos datos indicaban que la mayor parte de las víctimas de la explotación sexual comercial no eran guatemaltecos. Quiso saber qué pasó con los niños y niñas que no eran guatemaltecos. La delegación contestó que estaba en contacto con representantes en los países vecinos y que habían organizado el regreso de los niños y las niñas a su país de origen.

La venta de niños y niñas

El Comité preguntó si había información complementaria sobre la venta de niños y niñas. Se declaró preocupado por fuertes denuncias de juego sucio en lo que concernía la venta de niños y niñas y las adopciones ilegales. La delegación contestó que la ratificación de la Convención de la Haya representaba un paso en adelante y que el Congreso estaba tratando un nuevo proyecto de ley sobre la adopción. El Comité preguntó si dicha ley establecería una autoridad central para la adopción con fondos y recursos humanos suficientes. Además, preguntó si dispondría de un mecanismo adecuado para prevenir la corrupción. La delegación respondió que se discutía la composición de la autoridad central en el parlamento. Las leyes se estaban reformando para concretar los trámites de adopción y había un procedimiento establecido para prevenir la corrupción e incrementar la transparencia. El Comité se mostró preocupado por el hecho de que las discrepancias en el registro civil habían llevado a tanto fraude. El registro estaba creando un nuevo documento de identidad que utilizaría huellas digitales y otras medidas para salvaguardar la seguridad. 

El Comité se mostró preocupado de que se haya declarado la Convención de la Haya inconstitucional. La delegación respondió que esto había pasado, pero esta decisión se revocó y la Convención ya estaba en vigencia. El Comité preguntó si niños y niñas que habían sido adoptados habían tenido la oportunidad de recibir información acerca de sus orígenes. La delegación contestó que una institución de información se estaba creando para reunir toda la información acerca de niños y niñas que se estaba adoptando y que esta información les estaría disponible después de su adopción. El Comité preguntó cuántas adopciones se habían llevado a cabo en el transcurso del último año. La delegación respondió que 4.650 adopciones fueron llevadas a cabo y 457 de ellas eran adopciones internacionales. Hubo 80 denuncias sobre adopciones ilegales. El Comité hizo preguntas acerca de estas denuncias. La delegación dijo que esto no era un crimen según el código penal. Dijo que estaba en el proceso de elaborar un instrumento jurídico para desarrollar criterios para la protección de los niños con el objetivo de criminalizar a aquellas personas involucradas en adopciones ilegales.  

El Comité se mostró preocupado de que algunos funcionarios estuviesen involucrados en la emisión de pasaportes ilegales. La delegación contestó que habría una nueva ley estableciendo que el fiscal del Tribunal Supremo emita todos los nuevos pasaportes.
Observaciones finales

La Sra. Ortiz dio las gracias a la delegación por el debate. La felicitó por su ratificación de la Convención de la Haya. Expresó preocupación sobre las cuestiones de la reunión de datos, participación de ONG, reformas del código penal, y alojamiento para niños y niñas. Las nuevas leyes no eran suficientemente amplias y había que implementarlas.

El Sr. Filali elogió las iniciativas del Estado y alentó la reforma del código penal.

D. Carlos Ramiro Martínez agradecío al Comité el diálogo franco. Expresó su confianza en que el Estado podría poner en práctica, mediante la cooperación internacional, todas las recomendaciones realizadas por el Comité.

�Having read the English text, checked legal dictionaries ( I looked for recriminalisation - which does not exist) and from my own point of view – I trained as a solicitor – I think the word they wanted to use in English is “criminalisation” ie. treat the victims of sexual abuse as criminals themselves. 





